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EL SISTEMA INTERAMERICANO Y LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE REFUGIADOS, SOLICITANTES DE ASILO, REPATRIADOS, DESPLAZADOS INTERNOS, APÁTRIDAS Y OTRAS PERSONAS DEL INTERÉS DEL ACNUR:
TEMAS DE INTERÉS COMÚN

I. INTRODUCCIÓN

En nombre de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados quisiéramos agradecer la invitación cursada por la Comisión de Asuntos Políticos y Jurídicos de la Organización de los Estados Americanos, para referirnos esta mañana, en seguimiento de la resolución 1832 de la Asamblea General (XXXI-0/01), a varios temas específicos de interés común, a saber:

· La participación de los órganos del sistema interamericano en el proceso de consultas globales, organizado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados; y

· El intercambio de información sobre medidas legislativas y reglamentarias adoptadas en materia de refugiados, repatriados y desplazados internos en la región.

Permítanme comenzar señalando que el ACNUR reconoce y valora la generosa tradición de asilo de los países del Continente Americano. En efecto, en esta región existe una larga práctica humanitaria de brindar y garantizar protección a las víctimas de la persecución. En este sentido, muchos refugiados y solicitantes de asilo se han beneficiado, y continúan recibiendo protección y asistencia humanitaria por parte de los distintos gobiernos del Hemisferio. Igualmente, las Américas han sido un terreno fértil para la adopción y desarrollo de respuestas humanitarias regionales creativas e innovadoras para el tratamiento de los refugiados y otras personas que requieren protección, subrayando la importancia de la concertación, la cooperación internacional y la responsabilidad compartida. La Declaración de Cartagena sobre refugiados de 1984  y la Conferencia sobre Refugiados Centroamericanos (CIREFCA) de 1989, entre otras iniciativas, han promovido tanto el desarrollo del Derecho Internacional de Refugiados como la adopción de enfoques regionales para el tratamiento de las víctimas de la migración forzada.

No obstante lo anterior, esta larga  tradición de asilo contrasta con una respuesta disímil por parte de los gobiernos en esta materia, que va desde políticas humanitarias generosas a prácticas restrictivas, pasando entre otros, por el énfasis en el control migratorio y el requisito de visados, la anomia en materia de refugiados y otras personas que requieren protección, hasta el uso de la detención administrativa y la confusión terminológica entre “asilo” y “refugio”.

Superadas ya las graves crisis humanitarias que originaron las afluencias masivas en el Cono Sur y América Central, todavía subsisten en el continente algunas situaciones que generan el éxodo de personas que requieren protección internacional. Igualmente, se ha incrementado en los últimos años la llegada de personas provenientes de otras partes del mundo, particularmente de Africa y Asia, muchas veces como víctimas de redes de tráfico de migrantes.

La situación de los refugiados y los solicitantes de asilo en las Américas no ha sido ajena a los órganos políticos y de protección de derechos humanos del sistema interamericano.  En distintas oportunidades los órganos competentes de la OEA han expresado su preocupación los refugiados y 

otras personas que requieren protección , favoreciendo el tratamiento humanitaria de las víctimas de persecución y la búsqueda de soluciones para su problemática. Han apoyado de manera decidida los esfuerzos de la comunidad internacional a través de ACNUR, promoviendo la adopción de enfoques regionales. Esto ha dado lugar a un esfuerzo concertado entre ambos organismos internacionales que se ha traducido en un convenio de cooperación firmado en 1982, y posteriormente desarrollado e implementado a través de los acuerdos específicos de cooperación firmados por el ACNUR con  órganos de protección de derechos humanos del sistema interamericano. Igualmente es importante indicar que desde 1985, la Asamblea General de la OEA adopta una resolución anual sobre la situación de los refugiados, solicitantes de asilo, y otras personas que requieren protección en las Américas. Por otra parte, en distintas oportunidades, la Comisión Interamericana ha tratado esta temática, tanto a través de la tramitación de casos individuales como en sus respectivos informes anuales de países y visitas in loco. Recientemente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos también se refirió a la problemática de la migración forzada, en la tramitación de solicitudes de medidas provisionales. Asimismo, la OEA por medio de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, tiene el estatus de observador ante el Comité Ejecutivo del ACNUR a partir de febrero de 2001.

En la actualidad, la situación de los refugiados, solicitantes de asilo y otras personas que requieren protección se enfrenta a nuevos desafíos y oportunidades en las Américas. Dentro de este contexto, el ACNUR subraya la importancia fundamental de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967 como los instrumentos internacionales en materia de refugiados, a la vez que reconoce el importante papel complementario que tienen los instrumentos de protección de derechos humanos del sistema interamericano para garantizar el respeto, vigencia y la protección de los derechos fundamentales de las víctimas de la persecución (por ejemplo, derecho de buscar y recibir asilo, principio de non-refoulement o no devolución, etc.). 

II. PROCESO DE CONSULTAS GLOBALES Y LA PARTICIPACIÓN DE LOS ÓRGANOS DEL SISTEMA INTERAMERICANO

Con motivo de la conmemoración del 50 Aniversario de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) inició un proceso de consultas globales con los Estados, con la participación de expertos en protección de refugiados, y organismos no gubernamentales, para revitalizar el régimen de protección internacional,  reafirmando la vigencia  e importancia de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados.

El propósito fundamental de dichas consultas es promover el cumplimiento e implementación plenos y eficaces de las disposiciones de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados, así como elaborar nuevos enfoques y parámetros que fortalezcan la protección en áreas que no están adecuadamente cubiertas por el régimen de la Convención. 

Las consultas globales han abarcado 3 ámbitos fundamentales: 1) La reafirmación del carácter fundamental de la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 como los instrumentos internacionales de carácter universal para la protección de los refugiados; 2) La discusión de aquellos temas cubiertos por los instrumentos internacionales en materia de refugiados, sobre los que se requiere mayor consenso respecto de su alcance e interpretación; 3) La discusión de temas que se considera que no están cubiertos por los instrumentos internacionales en materia de refugiados. 

La OEA resaltó la importancia de estas consultas globales sobre la protección internacional de refugiados a través de su resolución 1832 de la Asamblea General (XXX-0/01), celebrada en San José de Costa Rica, en junio de 2001.

Como parte del primer ámbito, durante el pasado mes de diciembre, se realizó en Ginebra una reunión interministerial, en la que participaron 23 Estados Miembros de la OEA. En dicha reunión, a través de la adopción de una declaración, se reafirmó el carácter fundamental y duradero de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967. Igualmente los Estados se comprometieron a implementar de manera plena y eficaz sus obligaciones internacionales, a través de la adopción e implementación de mecanismos nacionales para la determinación de la condición de refugiado, así como el tratamiento de  refugiados y solicitantes de asilo de conformidad con los instrumentos universales y regionales, teniendo en cuenta las necesidades diferenciadas de protección de hombres, y mujeres, niños y ancianos. 

Dentro del segundo ámbito, y referido específicamente al  tema de la responsabilidad de supervisión del ACNUR sobre la base del artículo 35 de la Convención de 1951, el artículo II del Protocolo de 1967 y el párrafo 8 de su Estatuto, se realizó en San José de Costa Rica en junio de 2001, una Reunión Regional de Expertos, co-auspiciada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos. En dicha Reunión Regional de Expertos se abordaron 3 temas fundamentales para el fortalecimiento de la protección de refugiados y solicitantes de asilo en el continente, a saber:

1. Las políticas restrictivas de asilo y la confusión terminológica entre “asilo” y “refugio”;

2. La complementariedad del sistema interamericano de derechos humanos; y

3. El papel de supervisión del ACNUR.

La Reunión Regional de Expertos recalcó la importancia de continuar desarrollando la complementariedad práctica entre el derecho internacional de refugiados y el derecho internacional de derechos humanos, a través de los órganos de protección de derechos humanos del sistema interamericano de derechos humanos. 

Las principales conclusiones y recomendaciones de la Reunión Regional de Expertos de San José, han sido debidamente incluidas en las páginas web del ACNUR, bajo consultas globales, tanto en inglés (unhcr.org) como en español (acnur.org). 

Igualmente las conclusiones y recomendaciones de la Reunión Regional de Expertos de San José fueron discutidas y presentadas en la Mesa Redonda de Cambridge, Gran Bretaña en julio de 2002. A tal evento igualmente fueron invitados en su calidad de expertos independientes el Dr. Antonio Cançado Trindade, Presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y el Dr. Juan Méndez, entonces Vicepresidente de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, quienes lamentablemente no pudieron asistir en virtud de compromisos previos. Sin embargo, el documento del Dr. Cançado Trindade sobre non refoulement o no devolución fue debidamente entregado a los participantes como material de referencia. 

Respecto del tercer ámbito, y en tanto las discusiones se realizan dentro del seno del Comité Ejecutivo, la OEA en su calidad de observador puede participar a través de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Estas consultas continuarán durante el presente año y el próximo, y el ACNUR, consciente de la importancia de la jurisprudencia interamericana en materia de estándares de derechos humanos, desea promover una mayor participación de la OEA en este proceso.

III. 
DISPOSICIONES LEGALES Y REGLAMENTARIAS EN MATERIA DE REFUGIADOS, REPATRIADOS Y DESPLAZADOS INTERNOS EN LA REGION

A) 
ADHESION A LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE REFUGIADOS Y APATRIDAS.

A.1.)
REFUGIADOS.

La gran mayoría de los países del continente americano son partes de ambos o de uno de los instrumentos internacionales en materia de refugiados (Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967).  La no ratificación de los instrumentos internacionales en materia de refugiados puede incidir directamente en la protección e identificación de refugiados y solicitantes de asilo. Igualmente, habida cuenta del carácter universal de la problemática de los refugiados y su estrecha relación con los derechos humanos, la no ratificación de los instrumentos internacionales por parte de los Estados en materia de refugiados, no los exime de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, particularmente respecto del principio de non refoulement o no devolución, considerado como una norma de ius cogens (art. 33 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, artículo 22.8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y artículo 3 de la Convención contra la Tortura). En este sentido, el ACNUR valora que la Asamblea General de la OEA promueva la adhesión a los instrumentos internacionales en materia de refugiados a partir de su resolución 1693 (XXIX-O/99), y haya establecido mecanismos de seguimiento del cumplimiento de esta resolución. 

Desde la adopción de la resolución 1832 de la Asamblea General (XXXI-0/01), nos complace informarles que Saint Kitts y Nevis accedió a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951.

A.2)
APÁTRIDAS

El derecho a la nacionalidad es un derecho fundamental básico y es considerado en la doctrina internacional como el derecho que posibilita el ejercicio de otros derechos fundamentales. Por ejemplo, en muchos casos niños apátridas de hecho no tienen acceso a la educación o a servicios de salud La gran mayoría de los países de las Américas aplican el ius solis o una combinación de ius solis y ius sanguinis para la adquisición de la nacionalidad. Sin embargo,  todavía subsisten en el continente algunas situaciones que pueden dar lugar a la apatridia de facto (por ejemplo, niños nacidos en un Estado, donde sus padres son extranjeros indocumentados, y en los cuales se requiere de un estatus migratorio legal para realizar la inscripción del nacimiento). 

El tema de la nacionalidad está regulado, en general, a través de disposiciones constitucionales y legales. No obstante lo anterior, muy pocos países en el Hemisferio han ratificado las convenciones internacionales en materia de apatridia, y en consecuencia, no disponen de mecanismos normativos para otorgar facilidades para que los apátridas obtengan la nacionalidad del país de residencia, o respecto del tratamiento a otorgar a los niños expósitos que se encuentran en su territorio. 

La importancia de la adhesión a los instrumentos internacionales en materia de apatridia (Convención de 1954 sobre el Estatuto de los Apátridas y Convención de 1961 para Reducir los casos de Apatridia) ha sido igualmente reiterada por la Asamblea General de la OEA a través de su resolución 1693 (XXIX-O/99). Desde la adopción de la resolución 1832 de la Asamblea General (XXXI-0/01), nos complace informarles que Uruguay y Guatemala ratificaron la Convención de 1961 para Reducir los casos de Apatridia. El ACNUR insta a los órganos políticos y de protección de derechos humanos de la OEA a continuar promoviendo la adhesión a los instrumentos internacionales en materia de apatridia, para lo cual ofrece su asesoría técnica a los Estados.

B)
CARENCIA DE MECANISMOS NACIONALES PARA LA DETERMINACION DE LA CONDICION DE REFUGIADO.

A pesar de que la mayoría de los países de la región son partes de los instrumentos internacionales en materia de refugiados, muy pocos países han adoptado mecanismos nacionales para la determinación de la condición de refugiado. En efecto, son pocos los países de la región que disponen de órganos nacionales encargados de la determinación de la condición de refugiado y de normas internas que establezcan los procedimientos y criterios aplicables. Igualmente, se requiere que aquellos que ya disponen de estos mecanismos, los apliquen en la práctica de conformidad con los estándares internacionales.

La anomia en la materia, al igual que la carencia de mecanismos nacionales para la determinación de la condición de refugiado tienen graves implicaciones prácticas para la protección de refugiados y solicitantes de asilo en las Américas, en tanto dificulta el acceso de las personas que requieren protección a un procedimiento justo y eficiente, impide la  identificación misma de las personas que requieren protección y la provisión de asistencia humanitaria, y puede comprometer el ejercicio y respeto de derechos fundamentales, en particular, el principio de non-refoulement (no devolución), y el derecho de buscar y recibir asilo. La adopción de medidas legislativas o de otra naturaleza son necesarias bajo la Convención Americana de Derechos Humanos para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de asilo, y para garantizar el respeto del principio de non-refoulement (no devolución), la igualdad ante la ley y las garantías de debido proceso.

La importancia de la adopción de mecanismos nacionales para la determinación de la condición de refugiados ha sido reiterada  por la Asamblea General de la OEA a partir de su resolución 1693 (XXIX-O/99). El ACNUR desea compartir con Ustedes su complacencia por el hecho que desde la adopción de la resolución 1832 de la Asamblea General (XXXI-0/01), Venezuela y Guatemala adoptaron legislaciones nacionales en materia de refugiados. Igualmente, el ACNUR presta en la actualidad sus servicios de asesoría técnica a varios países de la región para la adopción de legislación nacional sobre refugiados, o la revisión de su normativa existente. En este sentido, el ACNUR reconoce y agradece el esfuerzo de promoción realizado por los órganos políticos y de protección de derechos humanos de la OEA a efectos de que los Estados que aún no lo han hecho, adopten mecanismos nacionales para la determinación de la condición de refugiados a la mayor brevedad posible, y reitera su disposición a prestar su asesoría técnica a los Estados para tal efecto. 

Los órganos competentes de la OEA podrían igualmente considerar la posibilidad de solicitar una opinión consultiva a la Corte Interamericana respecto del alcance de las obligaciones de los Estados de adoptar dichos mecanismos nacionales de conformidad con el artículo 22.7 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en relación con el artículo XXVII de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.

IV. OTROS TEMAS DE INTERÉS

El ACNUR quisiera agradecer a los Estados miembros de la OEA su interés en las causas humanitarias, y en particular, su disposición a continuar brindando protección a las víctimas de persecución, dentro de un espíritu de solidaridad y cooperación internacional para el reparto de la carga. Igualmente, es necesario resaltar que esta protección se brinda en no pocos casos, en situaciones socioeconómicas adversas. En este sentido, el ACNUR reitera su interés en continuar apoyando los esfuerzos de los Estados para que cumplan con sus obligaciones internacionales en materia de refugiados, haciendo un debido balance entre las necesidades humanitarias de quienes requieren protección y los legítimos intereses de los Estados.

Igualmente, quisiéramos aprovechar la invitación formulada por la Comisión de Asuntos Políticos y Jurídicos para pasar revista de algunas situaciones que son objeto de preocupación para la Oficina del ACNUR, y que procedemos a resumir a continuación:

A)
CONFUSIÓN TERMINOLÓGICA

Sobre la base de la codificación latinoamericana en materia de asilo, que se inicia desde finales del Siglo XIX, en América Latina se ha extendido el idea de considerar que existen diferencias nítidas entre el “asilo” y el “refugio”. Este dualismo hace que se piense que el “asilo” en tanto protección per se, se refiere al “asilo latinoamericano”, mientras que el “refugio” tendría connotaciones universales bajo el Sistema de las Naciones Unidas. Esta confusión tiene implicaciones prácticas graves para la protección de personas que sufren persecución, en tanto se desconocen los principios básicos de la protección internacional. 

Mientras no se supere esta confusión terminológica entre “asilo” y “refugio”, y como recomendado en la Reunión Regional de Expertos realizada en San José, es necesario indicar que toda vez que se hace referencia al “refugio”, se alude a la condición de refugiado bajo la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967.

B)
APLICACIÓN DE LA DEFINICIÓN AMPLIADA DE REFUGIADO EN LAS AMÉRICAS (DECLARACIÓN DE CARTAGENA SOBRE REFUGIADOS DE 1984)

La mayoría de los países de América Latina, al igual que Estados Unidos y Canadá han adoptado la definición de refugiado propuesta en el artículo 1 de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y/o su Protocolo de 1967. La definición ampliada de refugiado adoptada por la Declaración de Cartagena de 1984, en virtud de la cual se recomienda el reconocimiento de la condición de refugiado a las personas que han tenido que abandonar su país porque su vida, libertad o integridad han sido amenazadas por conflictos armados internos, violencia generalizada, violaciones masivas de derechos humanos, agresión extranjera u otras circunstancias que perturban gravemente el orden público, ha sido debidamente incorporada en distintas legislaciones nacionales, y es aplicada en la práctica también por varios países de la región que han sido afectados por flujos masivos. Por otra parte, varios proyectos normativos en materia de refugiados incorporan igualmente dicha definición. Nos complace informarles que Guatemala ha incorporado dicha definición en la legislación recientemente adoptada en materia de refugiados.

En distintas oportunidades los órganos de la OEA han reiterado la importancia de la definición de refugiado propuesta por la Declaración de Cartagena de 1984, particularmente en contextos de afluencias masivas. En consecuencia, el ACNUR valora los esfuerzos de promoción desplegados por los órganos de la OEA respecto de la conveniencia de continuar aplicando dicha definición para la protección y tratamiento humanitario de refugiados en la región, y hace un llamado a los Estados para que la apliquen de manera consistente.

C)
DEFINICIÓN DE REFUGIADO Y AGENTES DE PERSECUCIÓN

El ACNUR quisiera reiterar a los Estados su compromiso de cumplir plena y eficazmente las disposiciones de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, y en este sentido, reitera la conveniencia de adoptar los criterios establecidos en el artículo 1 de la Convención de 1951 respecto de la definición de refugio, así como el reconocimiento que la persecución de la víctima puede emanar tanto de las autoridades nacionales como de agentes no estatales. En efecto, la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 señalan que una persona puede válidamente acogerse a la protección internacional cuando sufre un temor fundado de persecución por motivo de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social, u opiniones políticas, y la persecución o amenaza de persecución puede provenir de agentes estatales o no estatales. Lo importante es establecer si la persona tiene un temor fundado de persecución por uno de los motivos establecidos en el artículo 1 de la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967, y si puede acogerse o no a la protección nacional, o si ésta es factible. 

D)
REFUGIADOS Y MIGRACIÓN

El derecho soberano de los Estados de establecer sus políticas migratorias ha sido reiterado en la jurisprudencia de los órganos de protección de derechos humanos del Sistema Interamericano. Sin embargo, igualmente se ha indicado que la definición de las políticas migratorias tiene límites establecidos por los instrumentos de derechos humanos.

Al respecto se observa una tendencia creciente en el continente de reforzar los controles migratorios a través de plataformas regionales, sin que existan suficientes salvaguardas para las personas que necesitan protección, tanto en términos de acceso como el uso frecuente de la detención administrativa, así como la aplicación de sanciones por ingreso ilegal en contravención del artículo 31 de la Convención de 1951 o la carencia misma de normativas que posibiliten la protección de personas que sufren persecución. Esto trae como resultado que se considere a los potenciales refugiados y solicitantes de asilo como migrantes, hasta tanto no prueben lo contrario. 

E)
ESTÁNDARES INTERNACIONALES PARA LA ATENCIÓN DE REFUGIADOS Y SOLICITANTES DE ASILO.

Tradicionalmente, en el continente se ha brindado protección a las víctimas de persecución, tanto en situaciones de afluencia masiva como a través de sistemas individuales de asilo. En consecuencia, las víctimas de la violencia generalizada, violaciones masivas de derechos humanos y conflictos armados internos han encontrado protección como refugiados, ya sea dentro de los límites establecidos por la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, o en virtud de la aplicación de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984.

En virtud de lo anterior, el ACNUR hace un llamado a los Estados para que continúen brindado protección  y asistencia humanitaria a las víctimas de la violencia generalizada, conflictos armados internos y violaciones masivas de derechos humanos, ya sea de conformidad con la definición de refugiado propuesta por la Declaración de Cartagena, o a través de la implementación de enfoques regionales y la aplicación de los estándares internacionales previstos en la Conclusión XXII del Comité Ejecutivo del ACNUR, para hacer frente a situaciones de afluencia masiva. 

La adopción de regímenes inferiores de protección, a través de la introducción de conceptos ajenos al Derecho Internacional de los Refugiados puede no sólo contravenir los estándares internacionales en la materia sino también principios y normas fundamentales de derechos humanos tanto en el plano internacional como regional. 

F)
EJERCICIO DE DERECHOS FUNDAMENTALES

El ACNUR recuerda a los Estados que a los refugiados y solicitantes de asilo, y otras personas que requieren protección igualmente les asisten derechos humanos básicos consagrados en los distintos instrumentos internacionales de derechos humanos, tanto universales como regionales, además de los contemplados en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, y su Protocolo de 1967, y por ende, favorece el desarrollo progresivo de estos derechos en tanto se repite a menudo que “los derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles” y en consecuencia, que “la realización de los derechos civiles y políticos sin el goce de los derechos económicos, sociales y culturales resulta imposible” (Proclamación de Teherán).   Aunque la norma de non-refoulement o no devolución es la piedra angular de la protección internacional de refugiados, la misma está estrechamente vinculada con el goce y garantía de una serie de derechos tanto civiles y políticos como económicos, sociales y culturales.  

V. CONSIDERACIONES FINALES

El ACNUR se complace que muchos de estos temas estén siendo objeto de discusión y revisión por parte de los órganos del Sistema Interamericano, y en consecuencia, reitera su reconocimiento a la labor complementaria que están llamados a desempeñar estos órganos para el fortalecimiento de la protección de los derechos fundamentales de refugiados, solicitantes de asilo y otras personas que requieren protección en las Américas. Consciente de esta realidad, el ACNUR considera vital fortalecer sus relaciones de trabajo y coordinación con los órganos del Sistema Interamericano, a través del desarrollo y ulterior implementación de los acuerdos de cooperación ya firmados.
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